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anotaciones preventivas más allá del plazo de cuatro años si no consta la 
correspondiente prórroga. Por ello hay que interpretar que transcurrido el 
indicado plazo la anotación preventiva y su prórroga están caducadas y 
procede por tanto su cancelación». Ciertamente esta posibilidad se había 
apuntado ya en Resoluciones anteriores, concretamente en las de 27 de 
febrero de 2004, 12 de noviembre de 2004, y 20 de diciembre de 2004. Así 
en la Resolución de 27 de febrero de 2004 se afirma que «podría realizarse 
la cancelación si se acreditara la finalización del procedimiento en el que 
se tomó la anotación, siempre que hubiera transcurrido un plazo pruden-
cial, pero en el presente caso no se ha acreditado ni siquiera tal finaliza-
ción de dicho procedimiento, y, en todo caso, lo que es indudable es que 
no cabe la cancelación de una anotación prorrogada antes de enero 
de 2000 cuando aún no han transcurrido cuatro años desde la vigencia de 
la norma que expresamente recogió la posibilidad de tales prórrogas ulte-
riores». Lo anterior se reitera literalmente en las Resoluciones de 12 de 
noviembre y 20 de diciembre de 2004, en las que además se añade lo 
siguiente: «Cuestión distinta sería si la solicitud de cancelación se reali-
zara transcurridos cuatro años de la entrada en vigor de dicha norma, 
pues, en dicho supuesto, podría mantenerse que una aplicación teleoló-
gica de tal doctrina legal, que impone la regla de la caducidad, sería 
incompatible con el mantenimiento de la prórroga transcurridos cuatro 
años desde su vigencia, pues en dicho plazo los interesados podrían haber 
instado una nueva prórroga; pero tal cuestión no es necesario resolverla 
en el presente supuesto». Igualmente en la Resolución de 11 de junio 
de 2005 se llega a afirmar: «Debe hacerse constar que tampoco procede 
por las circunstancias del supuesto considerar si debería entenderse o no 
vigente la prórroga de la anotación si hubieran transcurrido cuatro años 
desde la entrada en vigor de la nueva normativa sobre prórrogas incorpo-
rada a la Ley de Enjuiciamiento Civil; en efecto, en este caso, la adjudica-
ción se inscribió bajo la vigencia de la legislación anterior y además ni 
siquiera han transcurrido los cuatro años indicados cuando el documento 
en cuestión se presenta en el Registro».

5. Teniendo en cuenta la disparidad de enfoques reseñada, este Cen-
tro Directivo ha zanjado definitivamente la cuestión, volviendo al criterio 
expresado de la Instrucción de 12 de diciembre de 2000, que es donde se 
dio solución a los problemas de Derecho Transitorio que se avecinaban en 
el momento de entrar en vigor la Ley 1/2000. Lo contrario supondría dejar 
en situación de desamparo e indefensión a los beneficiarios de este tipo 
de anotaciones prorrogadas que, tomando como referencia el contenido 
de la Instrucción han podido encontrarse ante alguna de estas tres situa-
ciones: No pidieron en su momento una nueva prórroga en atención a que 
la Instrucción señalaba expresamente que se regían por la legislación 
anterior, de manera que no era necesario ordenar nuevas prórrogas. O 
bien solicitaron prórroga para acomodarse a la nueva situación en que se 
permiten prórrogas sucesivas periódicas, pero el tribunal no accedió a 
dictar el oportuno mandamiento por no considerarlo necesario, al enten-
der aplicable la regla prevista en el artículo 199.2 del Reglamento Hipote-
cario. O bien, finalmente, aunque lo solicitaron y el tribunal dictó manda-
miento de prórroga de la anotación, el Registrador de la Propiedad no 
accedió a la práctica de ningún asiento, pues la Instrucción determina que 
en estos casos no es necesario ni ordenar nuevas prórrogas, «ni proce-
derá practicar asiento alguno en el Registro de la Propiedad caso de que a 
pesar de todo se libre mandamiento de prórroga».

En definitiva, si ahora se considerara que, una vez transcurridos cua-
tro años desde la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil, han 
caducado las anotaciones preventivas prorrogadas judicialmente con 
anterioridad, lo que se estaría haciendo es despojar a estos anotantes de 
los medios necesarios para defender su derecho. Tales anotantes, con-
fiando en el contenido de la Instrucción, o bien adoptaron una actitud 
pasiva, o aun intentando una nueva prórroga con arreglo al nuevo sistema 
establecido en el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, se encontraron con 
que se les privó de esta posibilidad por el Juez o por el Registrador de la 
Propiedad. Por ello, de seguirse el criterio de la Resolución de 21 de julio 
de 2005, sucedería ahora que todas las anotaciones preventivas judiciales 
prorrogadas antes de entrar en vigor la Ley 1/2000 habrían quedado irre-
misiblemente condenadas a caducar a los cuatro años de dicha entrada en 
vigor, pues durante este plazo a los interesados ni siquiera se les ha permi-
tido acomodar el asiento correspondiente a la nueva normativa. Por otro 
lado, desde un punto de vista práctico, deben tenerse presentes los posi-
bles perjuicios que, de mantenerse la postura contraria, podrían ocasio-
narse en los casos de ejecuciones de anotaciones preventivas judiciales 
prorrogadas antes de entrar en vigor la LEC, si éstas se consideraran 
ahora caducadas.

6. En este sentido y dado que, siguiendo la Instrucción de 12 de 
diciembre de 2000, se considera que las anotaciones preventivas prorro-
gadas antes de la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil se 
rigen por lo dispuesto en el artículo 199.2 del Reglamento Hipotecario, 
como se afirma en la Resolución de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 24 de mayo de 1990, dicho precepto reglamentario 
debe interpretarse en el sentido de que toda cancelación por caducidad 
de una anotación preventiva prorrogada exige que se justifique la termina-

ción del proceso en que se decretó. Abundando en esta argumentación, 
debe apreciarse la necesidad de que la prórroga de la anotación preven-
tiva judicial subsista hasta que la propia resolución judicial firme acceda 
al Registro, pues de no seguirse esta interpretación, se dejaría desampa-
rado al anotante, ya si la anotación preventiva caducara automáticamente 
una vez firme la resolución judicial, el ejecutado, titular registral inscrito, 
podría burlar fácilmente la protección que al anotante brinda el Registro 
a través de enajenaciones a favor de terceros.

Asumido este criterio, para este Centro Directivo se hizo preciso esta-
blecer un plazo razonable para cancelar la anotación, tras la firmeza de la 
resolución judicial que pone fin al proceso, teniendo en cuenta las siem-
pre previsible dilaciones en la expedición de la documentación judicial. 
Por ello, se reitera aquí el criterio adoptado por la Resolución de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado de 29 de mayo de 1998, en 
el sentido de aplicar analógicamente lo dispuesto en el artículo 157 de la 
Ley Hipotecaria, de manera que se reconoce un plazo de seis meses, con-
tados desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que 
la anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, para poder pro-
ceder a su cancelación. Este mismo enfoque es el que se ha venido reite-
rando en otras Resoluciones posteriores, concretamente en las de 11 de 
mayo de 2002, 23 de mayo de 2002, 27 de febrero de 2004, 12 de noviembre 
de 2004, 20 de diciembre de 2004, 19 de febrero de 2005, 23 de mayo 
de 2005 y 18 de junio de 2005. Además de ello, como se recoge en las 
Resoluciones de 3 de junio de 2005 y 11 de junio de 2005, si esta cancela-
ción no se ha instado y la anotación y su prórroga no están canceladas 
cuando se presenta el testimonio del auto de adjudicación que se inscribe, 
dicha anotación ha de entenderse vigente, porque las anotaciones prorro-
gadas no caducan, y en consecuencia no pueden cancelarse de oficio 
transcurridos los cuatro años de vigencia y los de su prórroga.

7. En conclusión, de los antecedentes fácticos expuestos resulta, tal 
y como indica la nota de calificación, que la anotación preventiva fue 
objeto de prórroga con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva 
redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, por lo que queda sometida 
a prórroga indefinida en los términos del artículo 199.2 del Reglamento 
Hipotecario, de manera que no cabe la cancelación por caducidad de la 
misma, sin perjuicio de que, una vez transcurridos seis meses, computa-
dos desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que 
la anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, se pueda solici-
tar su cancelación, no siendo por tanto en el supuesto concreto la instan-
cia privada título hábil para proceder a la cancelación de la anotación 
preventiva de embargo.

En consecuencia, esta Dirección ha acordado desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la nota de calificación en los términos que resul-
tan de los precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 5 de diciembre de 2006.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 22909 RESOLUCIÓN de 4 de diciembre de 2006, de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se 
inscribe la sustitución de la entidad depositaria de Estal-
vida Fons de Pensions 16, Fondo de Pensiones.

Por Resolución de 16 de noviembre de 2005 se procedió a la inscrip-
ción en el Registro administrativo especial de fondos de pensiones esta-
blecido en el artículo 96 del Reglamento de planes y fondos de pensiones, 
aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, de Estalvida Fons 
de Pensions 16, Fondo de Pensiones (F1308), constando en la actualidad 
como entidad gestora de dicho fondo, Estalvida d’Assegurances i Reasse-
gurances, S.A. (G0057) y Caixa d’Estalvis de Tarragona (D0035) como 
entidad depositaria.

La entidad promotora del fondo, con fecha 23 de marzo de 2006, 
acordó designar como nueva entidad depositaria a Caixa d’Estalvis de 
Girona (D0142). Tal acuerdo consta en escritura pública, debidamente 
inscrita en el Registro Mercantil.
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En aplicación de lo previsto en la vigente legislación de planes y fon-
dos de pensiones y en especial, del artículo 60 del Reglamento, esta Direc-
ción General acuerda inscribir la citada sustitución en el Registro admi-
nistrativo especial de fondos de pensiones, ordenando su publicación en 
el Boletín Oficial del Estado.

Contra la presente resolución, que no agota la vía administrativa, 
podrá interponerse recurso de alzada ante el Sr. Secretario de Estado de 
Economía, en el plazo de un mes, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Madrid, 4 de diciembre de 2006.–El Director General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, Ricardo Lozano Aragüés. 

 22910 RESOLUCIÓN de 4 de diciembre de 2006, de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se 
inscribe la sustitución de las entidades gestora y deposi-
taria de Multiplan 2000, Fondo de Pensiones.

Por Resolución de 10 de septiembre de 1990 se procedió a la inscrip-
ción en el Registro administrativo de fondos de pensiones establecido en 
el artículo 96 del Reglamento de planes y fondos de pensiones, aprobado 
por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, de Multiplan 2000, Fondo de 
Pensiones (F0218), concurriendo como entidad gestora, Bansabadell 
Pensiones, E.G.F.P., S.A. (G0085) y como entidad depositaria, Banco de 
Sabadell S.A. (D0016).

La Comisión de Control, con fecha 3 de marzo 2005, acordó designar 
como nueva entidad gestora a, Gestión de Previsión y Pensiones, 
E.G.F.P. S.A. (G0133) y como nueva entidad depositaria a Banco Bilbao 
Vizcaya Argentaria, S.A. (D0025). Tal acuerdo consta en escritura pública 
debidamente inscrita en el Registro Mercantil.

En aplicación de lo previsto en la vigente legislación de planes y fon-
dos de pensiones y, en especial, del artículo 60 del Reglamento, esta 
Dirección General acuerda inscribir la citada sustitución en el Registro 
administrativo especial de fondos de pensiones, ordenando su publica-
ción en el Boletín Oficial del Estado.

Contra la presente resolución, que no agota la vía administrativa, 
podrá interponerse recurso de alzada ante el Sr. Secretario de Estado de 
Economía, en el plazo de un mes, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Madrid, 4 de diciembre de 2006.–El Director General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, Ricardo Lozano Aragüés. 

 22911 ORDEN EHA/3973/2006, de 5 de diciembre, sobre resolu-
ción de expediente por incumplimiento de las condiciones 
establecidas para el disfrute de los incentivos regionales 
concedidos al amparo de la Ley 50/1985, de 27 de diciem-
bre.

Examinado el expediente AL/408/P08, de concesión de incentivos 
regionales en la Zona de Promoción Económica de Andalucía, del que es 
titular la empresa Campovicar, Sociedad Cooperativa Andaluza, a los 
efectos de verificar si ha cumplido las condiciones establecidas para el 
disfrute de dichos incentivos, de conformidad con el artículo 34.1.b) del 
Real Decreto 1535/1987, modificado por Real Decreto 302/1993, y 
teniendo en consideración los siguientes

Antecedentes de hecho

1. Los incentivos fueron otorgados por Orden Ministerial de fecha 24 
de noviembre de 1999 y notificados el 29 de noviembre de 1999 por medio 
de resolución individual que establecía las condiciones específicas y pla-
zos para su cumplimiento, vinculantes para el disfrute de los expresados 
incentivos, resolución individual que fue aceptada por la empresa el 28 de 
enero de 2000. La concesión anterior fue modificada por Orden Ministe-
rial de 14 de junio de 2002, notificándose a la empresa por la resolución 
individual de 21 de junio de 2002, aceptada por la empresa el 7 de agosto 
de 2002.

2. Con fecha 30 de mayo de 2003, la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía expidió informe positivo de cumplimiento de condiciones, por lo 

que la empresa percibió con fecha 11 de noviembre de 2003 la totalidad de 
la subvención concedida por importe de 408.728,07 euros. El 8 de noviem-
bre de 2005, la Subdirección General de Inspección y Control emitió 
informe en relación con las «actuaciones de comprobación realizadas en 
relación con el grado de cumplimiento de la condición de mantenimiento 
de empleo en los dos años posteriores al fin del plazo de vigencia», 
informe del que se deducía incumplimiento en la creación y manteni-
miento del empleo comprometido y del que se dio traslado a la empresa 
con escrito de «información previa» de 17/11/2005. Analizadas las alega-
ciones presentadas por la empresa, con fecha 30 de junio de 2006 se inició 
expediente de incumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el Real 
Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre y en la Orden Ministerial de 23 de 
mayo de 1994, concediendo a la empresa plazo para alegaciones y 
poniendo el expediente de manifiesto. Instruido el expediente de incum-
plimiento, se pone de manifiesto el incumplimiento de la obligación de 
crear y mantener los 30 puestos de trabajo exigidos (100%), no habiendo 
mantenido tampoco la totalidad de los puestos de trabajo preexistentes, 
existiendo por tanto destrucción de empleo.

A los hechos anteriores son de aplicación los siguientes

Fundamentos de Derecho

1. En la instrucción del expediente se han observado todas las for-
malidades legales, habiéndose concedido a la empresa afectada los plazos 
preceptivos para los trámites de presentación de alegaciones y de audien-
cia previstos en el artículo 84 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el 
artículo 35 del Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, modificado 
por el Real Decreto 302/1993, de 26 de febrero, y en el apartado noveno de 
la Orden Ministerial de 23 de mayo de 1994.

2. El apartado d) del artículo 37.2 del Real Decreto 1535/1987, modi-
ficado por el Real Decreto 302/1993, establece que procederá el reintegro 
total o parcial de las cantidades percibidas, y la exigencia del interés de 
demora desde el momento del pago de la subvención, cuando se produzca 
el incumplimiento de las condiciones impuestas a los beneficiarios con 
motivo de la concesión de la subvención. Asimismo, el apartado 4 deter-
mina que tratándose de incumplimiento de condiciones referentes a la 
creación y mantenimiento de puestos de trabajo el alcance del incumpli-
miento se determinará en la proporción en que dicha condición haya 
quedado incumplida y si supera el 50 por ciento o tuviera como resultado 
la destrucción del empleo se entenderá que es total, debiendo reinte-
grarse todas las cantidades percibidas.

Por lo tanto, puesto que el alcance del incumplimiento es total y la 
empresa titular percibió la totalidad de la subvención (408.728,07 €) con 
fecha 11 de noviembre de 2003, debe reintegrar este importe junto con los 
intereses de demora devengados desde dicha fecha.

3. El artículo 37 del Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, 
Reglamento de desarrollo de la Ley 50/1985, de incentivos regionales, 
señala que la exigencia del interés de demora tendrá lugar «desde el 
momento del pago de la subvención». Por otra parte, el artículo 37 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, señala que 
procede la exigencia del interés de demora «desde el momento del pago 
de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del rein-
tegro». Por lo tanto, en este expediente, la liquidación de los intereses de 
demora abarca el período comprendido entre el 11 de noviembre de 2003, 
fecha de pago de la subvención, y la fecha de esta resolución. Dentro de 
este período, y en cuanto al tipo de interés aplicable, desde 11/11/2003 
hasta 17/02/2004, resulta de aplicación lo dispuesto en el artículo 36 de la 
Ley General Presupuestaria entonces en vigor (Real Decreto Legislati-
vo 1091/1988), siendo el interés de demora el interés legal del dinero; 
desde el 18/02/2004, fecha de entrada en vigor de la Ley General de Sub-
venciones, es de aplicación lo dispuesto en el artículo 38.2 de la misma y 
el interés de demora se corresponderá con el interés legal del dinero 
incrementado en un 25 por ciento.

Este Ministerio, al amparo de lo dispuesto en la Ley 50/1985, de 27 de 
diciembre, y su Reglamento de Desarrollo; la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre; los Reales Decretos 553/2004, de 17 de abril, y 1552/2004, de 
25 de junio, modificado por el Real Decreto 756/2005, de 24 de junio, y 
demás disposiciones de aplicación, así como el informe de la Subdirec-
ción General de Inspección y Control, resuelve:

Declarar el incumplimiento total de las condiciones establecidas para 
el disfrute de los incentivos regionales en la Zona de Promoción Econó-
mica de Andalucía, concedidos a la empresa Campovicar, Sociedad Coo-
perativa Andaluza, en el expediente AL/408/P08, debiendo la empresa 
reintegrar al Tesoro Público la subvención total percibida por importe 
de 408.728,07 euros, junto con los intereses de demora desde el momento 
del pago de la subvención hasta la fecha de esta resolución, cuyo importe 
asciende a 60.500,83 euros conforme a la liquidación detallada en el anexo 
de esta Orden.


